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 19882 REAL DECRETO 1465/2007, de 2 de noviembre, 
por el que se modifica el Decreto 680/1974, de 
28 de febrero, por el que se dispone el pago de 
haberes y retribuciones a personal en activo 
de la Administración del Estado y Organismos 
Autónomos a través de establecimientos ban-
carios o cajas de ahorros.

El Decreto 680/1974, de 28 de febrero, por el que se 
dispone el pago de haberes y retribuciones a personal en 
activo de la Administración del Estado y Organismos 
Autónomos a través de establecimientos bancarios o 
Cajas de Ahorros, regula en el artículo 6 el procedimiento 
de justificación de los libramientos y la remisión de la 
documentación por los establecimientos de crédito a las 
habilitaciones o pagadurías para que por éstas puedan 
justificarse los libramientos ante la intervención de la ofi-
cina de Hacienda que los satisfizo.

El tiempo transcurrido desde la aprobación de este 
decreto y los cambios experimentados en la gestión de 
los fondos públicos hacen necesario la actualización de 
este procedimiento, con la finalidad fundamental de 
lograr la racionalización y mejora del mismo, en línea con 
lo regulado en los procedimientos contables y adminis-
trativos.

El presente real decreto introduce las siguientes nove-
dades con respecto a la regulación actual:

La cuenta justificativa del pago de retribuciones no se 
remite, como sucede en la actualidad, por las habilitacio-
nes o pagadurías al órgano que libró los fondos a su 
favor, sino que se remite al órgano que reconoció la obli-
gación de la correspondiente nómina, siendo éste el que 
procederá a su examen y, en su caso, aprobación.

Por otro lado, se establece que las cuentas aprobadas 
y los justificantes de las mismas quedarán en el órgano 
gestor, a disposición del Tribunal de Cuentas y de la Inter-
vención Delegada cuya competencia orgánica o territorial 
corresponda con la de la autoridad que reconoció la obli-
gación. Esta modificación está en línea con la introducida 
en la Instrucción de Contabilidad para la Administración 
General del Estado y en la Instrucción de operatoria con-
table a seguir en la ejecución del gasto del Estado, 
mediante la Orden HAC/240/2004, de 26 de enero, en la 
que se reguló un nuevo procedimiento de archivo y con-
servación de los justificantes de las operaciones por los 
órganos gestores.

En la actualidad, es la Intervención Delegada en la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera la que 
conserva las citadas cuentas y sus justificantes hasta su 
posterior envío al Tribunal de Cuentas, acumulándose en 
la citada Intervención Delegada las cuentas y justificantes 
de todas las nóminas de la Administración General del 
Estado y órganos sin personalidad jurídica. Por tanto, el 
cambio introducido racionaliza el procedimiento, evi-
tando los problemas derivados de archivo y acumulación 
de documentos en papel, facilitando, además, la labor de 
control realizada por las Intervenciones Delegadas, al 
estar la documentación más próxima a dicho órgano de 
control.

Se regula como procedimiento para la verificación de 
las cuentas justificativas y de los documentos el del con-
trol financiero permanente efectuado por la Intervención 
Delegada competente, de acuerdo con los principios esta-
blecidos en el artículo 159 de la Ley 47/2003, General Pre-
supuestaria.

Por último, hay que señalar el impulso en la utilización 
de medios electrónicos, informáticos y telemáticos, facul-
tando al Ministro de Economía y Hacienda para establecer 
procedimientos de remisión de las cuentas justificativas y 
demás documentación a través de estos medios.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y 
Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión de 2 de noviembre de 2007,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Decreto 680/1974, de 28 
de febrero, por el que se dispone el pago de haberes y 
retribuciones a personal en activo de la Administra-
ción del Estado y Organismos Autónomos a través de 
establecimientos bancarios o Cajas de Ahorros.

El artículo 6 del Decreto 680/1974, de 28 de febrero, 
queda redactado como sigue:

«1. Las habilitaciones o pagadurías formarán 
una cuenta justificativa de los pagos efectuados con 
cargo a cada libramiento de retribuciones de perso-
nal en activo que hayan recibido. La estructura de la 
citada cuenta se determinará por la Intervención 
General de la Administración del Estado.

2. A las indicadas cuentas justificativas se uni-
rán los siguientes documentos:

a) Cuerpo de la nómina, resúmenes y estados 
justificativos de la misma, acompañados de sus 
correspondientes justificantes.

b) Relación de perceptores, con la certificación 
de las entidades de crédito de las transferencias 
ordenadas y verificadas puntualmente y detalle de 
las que no hayan podido realizarse.

c) Certificación de las entidades de crédito 
detallando los cheques emitidos así como relación 
de los devueltos para su anulación.

d) Certificación de las entidades de crédito 
acreditativa de haberse efectuado las transferencias 
derivadas de las retenciones practicadas a los per-
ceptores que no se hubieran deducido previamente 
del libramiento.

e) En su caso, los documentos justificativos de 
los reintegros, ingresados directamente en el Tesoro 
Público.

3. Las habilitaciones o pagadurías remitirán las 
cuentas justificativas al órgano que reconoció la 
obligación, dentro del mes siguiente a aquel en que 
se produjo el pago de las retribuciones. Recibidas 
las cuentas por el citado órgano, éste procederá a su 
examen y, en su caso, posterior aprobación.

Una vez aprobadas las cuentas, procederá a su 
archivo junto con los justificantes de las mismas, 
debiendo estar a disposición del Tribunal de Cuentas 
y de la Intervención Delegada cuya competencia 
orgánica o territorial corresponda con la de la auto-
ridad que reconoció la obligación, al objeto de posi-
bilitar sus actuaciones de control.

4. El examen de las cuentas justificativas de los 
pagos y los correspondientes documentos justifica-
tivos a que se refiere el apartado 2 de este precepto, 
por la Intervención Delegada competente, se inte-
grará en el ámbito de actuaciones del control finan-
ciero permanente, con el alcance específico que 
para cada ejercicio se determine conforme a lo dis-
puesto en el artículo 159 de la Ley 47/2003, General 
Presupuestaria.

5. El Ministro de Economía y Hacienda podrá 
establecer procedimientos de remisión de las cuen-
tas justificativas y demás documentación que se 
regula en este artículo a través de medios electróni-
cos, informáticos o telemáticos.»
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Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 2 de noviembre de 2007.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

PEDRO SOLBES MIRA 

 19883 REAL DECRETO 1466/2007, de 2 de noviembre, 
por el que se modifican el Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado 
por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciem-
bre, así como el Real Decreto 2538/1994, de 29 
de diciembre, por el que se dictan las disposi-
ciones de desarrollo del Impuesto General 
Indirecto Canario.

Este real decreto modifica diversos aspectos del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, apro-
bado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre y, 
en paralelo, del Real Decreto 2538/1994, de 29 de diciem-
bre, por el que se dictan normas de desarrollo relativas al 
Impuesto General Indirecto Canario y al Arbitrio sobre la 
Producción e Importación en las Islas Canarias, creados 
por la Ley 20/1991, de 7 de junio.

La Ley 23/2005, de 18 de noviembre, de reformas en 
materia tributaria para el impulso de la productividad, dio 
nueva redacción al artículo 91.Dos.1.6.o de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, 
relativo a la aplicación del tipo impositivo del 4 por ciento 
a las entregas de ciertas viviendas. Este supuesto de tri-
butación reducida está condicionado a circunstancias 
relativas al uso que de las viviendas haga el comprador. 
El texto reglamentario se adapta a esta normativa, a la vez 
que se concreta la aplicación práctica de los requisitos 
que han de concurrir para la aplicación de la medida.

El artículo 12.Primero.catorce de la Ley 62/2003, de 30 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 
social, estableció un beneficio fiscal paralelo en el Impuesto 
General Indirecto Canario. Resulta conveniente adaptar el 
artículo 56 del Real Decreto 2538/1994 a esta disposición.

La Ley 30/2005, de 29 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2006, añadió el ordinal 
16.º al artículo 91.uno.2 de la Ley 37/1992, disponiendo la 
aplicación del tipo reducido del 7 por ciento a la televisión 
digital. Resulta conveniente aplicar a dichos servicios el 
procedimiento especial de devolución que se desarrolla 
por el artículo 30 del Reglamento del Impuesto, al objeto 
de evitar quebrantos financieros graves a las entidades 
que realizan estas operaciones.

La Ley 3/2006, de 29 de marzo, de modificación de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido, para adecuar la aplicación de la regla de 
prorrata a la Sexta Directiva europea, eliminó de la norma-
tiva legal reguladora del Impuesto cualquier tipo de restric-
ción en el derecho a la deducción como consecuencia de la 
percepción de subvenciones no vinculadas al precio de las 
operaciones. Se hace necesario adaptar los artículos 28 
y 38 del Reglamento del Impuesto, al objeto de adecuar su 
redacción a la nueva regulación legal de la materia.

La misma norma introdujo una modificación de tenor 
similar en la Ley 20/1991, con el fin de mantener la cohe-
rencia del sistema tributario. Resulta igualmente necesario 

modificar los artículos del Real Decreto 2538/1994 relativos 
a esta cuestión, que son sus artículos 67, 69, 71, 77 y 95.

La Ley 6/2006, de 24 de abril, de modificación de la 
Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido (IVA), para la clarificación del concepto de vehículo 
destinado al transporte de personas con discapacidad con-
tenido en la misma ley, modificó los artículos 91.dos.1.4.o y 
91.dos.2 de la Ley 37/1992 en cuanto a la delimitación de los 
supuestos de tributación reducida que se aplican a ciertas 
operaciones relativas a coches utilizados por personas con 
movilidad reducida. Los requisitos reglamentarios de 
aplicación de la norma venían dados por el artículo 58 del 
anterior Reglamento del Impuesto, aprobado por el Real 
Decreto 2028/1985, de 30 de octubre, que no había sido 
derogado; sin embargo, se hace necesaria su adecuación a 
la nueva regulación legal de la materia.

En el ámbito del Impuesto General Indirecto Canario, 
fue el artículo 67 de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, el que 
adaptó en la misma línea el contenido de este beneficio 
fiscal. Resulta necesaria, en consecuencia, la revisión una 
vez más del artículo 56 del Real Decreto 2538/1994.

La reciente Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medi-
das para la prevención del fraude fiscal, ha introducido en 
la Ley 37/1992 un régimen especial, el del grupo de enti-
dades, que, conforme señala la propia norma, precisa del 
desarrollo reglamentario de varios de sus aspectos. Este 
desarrollo se realiza en los artículos 61 bis a sexies, que se 
añaden al Reglamento del Impuesto.

El artículo 61 bis regula la información que han de 
presentar las entidades que deseen aplicar el régimen 
especial para su adecuada gestión censal, incluyendo la 
configuración del perímetro subjetivo del régimen espe-
cial, el alcance que se le quiere dar y la vigencia mínima 
de las opciones que se pueden ejercitar en su configura-
ción.

El artículo 61 ter trata ciertos aspectos relativos a las 
declaraciones-liquidaciones que hay que presentar cons-
tante la aplicación del régimen especial, concretando los 
requisitos de periodicidad, plazo de presentación, falta de 
presentación de declaraciones-liquidaciones individuales 
y la vuelta al régimen general en caso de cese en la apli-
cación del régimen especial del grupo de entidades.

El artículo 61 quáter concreta los requisitos formales 
para el ejercicio de la facultad de renuncia a las exencio-
nes que pudieran corresponder a las operaciones entre 
entidades de un mismo grupo que apliquen el régimen 
especial, compaginando seguridad jurídica en las opera-
ciones y operatividad en la gestión del tributo.

El artículo 61 quinquies desarrolla los requisitos del 
sistema de información en que se basa el nivel avanzado 
del régimen especial, conforme al cual se determinan 
tanto los costes que conforman la base imponible de las 
operaciones intragrupo como el sector diferenciado que 
constituyen dichas operaciones.

Finalmente, el artículo 61 sexies completa la anterior 
regulación en cuanto al procedimiento de control de estas 
entidades.

De todos los preceptos que se han citado en relación con 
el nuevo régimen de los grupos de entidades, sólo el 61 
quáter necesita de su adaptación al Real Decreto 2538/1994, 
lo cual se hace a través de un nuevo artículo, el 125 quin-
quies, que se le añade, ya que el resto de cuestiones son 
competencia, en cuanto a su desarrollo reglamentario, del 
Gobierno de Canarias. A la par, se modifica el artículo 90 de 
la misma norma para recoger la referencia al nuevo régimen 
especial.

La última modificación relativa al Reglamento del 
Impuesto sobre el Valor Añadido tiene por objeto sus artícu-
los 63 y 64 y pretende propiciar una mayor coherencia entre 
el contenido de los libros registro de facturas expedidas y 
recibidas, respectivamente, que son los que regulan dichos 
preceptos, con el contenido de las facturas, que se establece 


